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Proceso


Ordinario Laboral

Demandante:


Rigoberto Horta Cachaya 

Demandado:


Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A.

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / INCOMPATIBILIDAD CON INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL CON EL MISMO ORIGEN / CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD / DEBE ABARCAR FACTORES DE ORIGEN COMÚN Y DE ORIGEN PROFESIONAL.
El artículo 7º del Decreto 1295 de 1994, establece a qué prestaciones económicas  tiene derecho el trabajador que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, enlistando en el literal b) la “Indemnización por incapacidad permanente parcial”. (…)

Se ha establecido en la Jurisprudencia Nacional, que un mismo beneficiario no puede disfrutar dos pensiones en aquellos casos en el que las normas que regulan la materia, expresamente, así lo indiquen o cuando tales prestaciones cubren un mismo riesgo.

No obstante lo anterior, es posible otorgar dos prestaciones económicas en cabeza de una misma persona, pero sólo cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente diferentes que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos distintos. (…)

En la legislación Colombiana no se encuentra regulada la Pensión de Invalidez de origen mixto, esto es, la que resulta de la acumulación de patologías de origen común y profesional…
Sin embargo, jurisprudencialmente se ha desarrollado el tema, entre otras, en sentencia del 26 de junio de 2012, Radicación 38.614 M.P. Luís Manuel Miranda Buelvas, en la que se concluyó, que sí existe “corresponsabilidad en el pago de las mesadas pensionales derivadas de la Pensión de Invalidez de Origen Mixto”, aduciendo que si bien no hay una norma explícita y expresa que determine las responsabilidades o la forma de su distribución cuando se configure ese tipo de prestaciones económicas, se debe acudir al principio de la “indivisibilidad de la mesada pensional”, el cual surge de varios supuestos normativos que prohíben cualquier fórmula para dividir o prorratear la pensión entre varios obligados y fragmentar su pago…
En virtud de lo anterior, se tiene entonces que el Departamento Médico Laboral de Colpensiones…, procedió a efectuar una calificación, la cual a la luz del Decreto 1507 de 2014, se efectuó de manera integral, incluyendo, como quedó visto, las patologías de origen profesional y las enfermedades de origen general mediante la cual se dictaminó que tenía una PCL superior al 50%, conforme a la jurisprudencia citada anteriormente –concurrencia de riesgos–, al haberse reconocido la prestación económica por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones con fundamento en ese dictamen pericial, dicha entidad se encuentra total y legalmente facultada para procurar de la ARL Colmena S.A., el pago proporcional de la mesada pensional según esa acumulación de patologías.

A la par con lo anterior, ante la calificación efectuada por la enfermedad de origen laboral que presenta el demandante y que le produjo una PCL de 39,70%, la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., inicialmente debería cancelarle la indemnización por incapacidad permanente parcial, pero, como quiera que desde el mes de julio del presente el señor Rigoberto Horta Cachaya viene percibiendo su pensión de invalidez, la ARL estaría obligada a efectuar el pago de esa mesada pensional en forma proporcional a las patologías de origen laboral que se tuvieron en cuenta, presentándose entonces, una incompatibilidad entre dichas prestaciones económicas. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la COMPAÑÍA DE SEGUROS DE VIDA COLMENA S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 5 de marzo de 2018, dentro del proceso que le promueve el señor RIGOBERTO HORTA CACHAYA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00293-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Rigoberto Horta Cachaya que la justicia laboral ordene a la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., le reconozca y pague la indemnización por incapacidad permanente parcial de origen laboral en cuantía de $89.682.527, más los intereses moratorios y las costas procesales.
Refiere que: Presenta severos problemas de salud desde el año 2002 consistentes en LESIÓN DE SEGMENTOS MÓVILES DE LA COLUMNA LUMBAR; el 2 de junio de 2016 la ARL Colmena lo calificó y determinó que tenía una PCL de 24,60% estructurada el 19 de febrero de 2016 y de origen profesional; la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Huila al resolver el recurso de apelación presentado por el afiliado, modificó el porcentaje de PCL aumentándolo a 43,20% confirmando lo demás; por su parte, el 9 de febrero de 2017 la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, ante la inconformidad presentada por la ARL, al emitir el dictamen respectivo disminuyó esa PCL determinando la misma en un 39,70% y mantuvo la fecha de estructuración y el origen de la enfermedad del actor; el 13 de febrero de 2017 el señor Rigoberto Horta Cachaya solicitó el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial de origen laboral ante la entidad demandada; la cual lo requirió en varias oportunidades solicitándole información acerca de su último empleador y la ARL a la cual se encontraba afiliado y en caso de ostentar la calidad de trabajador independiente, allegara la constancia de pago de los meses de marzo a julio de 2016; que no obstante allegar la información requerida, a la fecha de presentación de la demanda, la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. no ha reconocido ni pagado la indemnización reclamada.  
Al contestar la demanda –fls.72 a 92- la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., aceptó los hechos relacionados anteriormente, aclarando que las patologías que le fueron calificadas por esa entidad y por las Juntas de Calificación de Invalidez corresponden a LUMBAGO NO ESPECIFICADO Y TRASTORNO DE DISCOS INTERVERTEBRALES LUMBARES; que la información que se solicitaba era necesaria para descartar que fuera otra ARL la encargada de reconocer y pagar la prestación económica peticionada; advirtió que el demandante no atendió completamente los requerimientos efectuados y en consecuencia, la falta de información ha impedido que se efectúe el pago reclamado. Finalmente, adujo que el 6 de julio de 2017 la Administradora Colombiana de Pensiones calificó al señor Rigoberto Horta Cachaya, determinando que tiene una PCL 57,39% de origen común y con fecha de estructuración del 30 de mayo de ese mismo año, situación que conlleva a que se torne improcedente el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial de origen laboral, al haber desaparecido la misma.  
Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Falta de requisitos legales para adquirir el derecho a obtener una indemnización por incapacidad permanente parcial”, “Improcedencia del pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial por calificación de invalidez de origen común determinada por Colpensiones”, “Indebido cálculo del IBL para la indemnización por incapacidad permanente parcial”, “Buena fe”, “Prescripción” y  la “Ecuménica”.

En sentencia de 5 de marzo de 2018, la funcionaria de primer grado consideró que la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., no allegó ninguna prueba que demostrara que existe una entidad diferente responsable de reconocer y pagar a favor del actor, la indemnización que él reclama; que contrario a ello, se allegó certificación en la que consta que su única ARL ha sido Colmena, además que ha efectuado los aportes correspondientes a los sub-regímenes del Sistema de Seguridad Social Integral en calidad de trabajador independiente.  
Así mismo, se indicó por la a-quo, que no existe ninguna incompatibilidad entre el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial de origen laboral, que se reclama, y la pensión de invalidez de origen común, que posiblemente Colpensiones va a reconocer al demandante, pues, ha sido pacífica la jurisprudencia de la Sala de la Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, al establecer que los aportes que se efectúan para cubrir dichas contingencias, tienen orígenes diferentes. 

De otro lado, consideró que no se estaba frente al posible reconocimiento de una pensión mixta, en la que deba participar la ARL demandada, reconociendo un porcentaje de la mesada pensional que Colpensiones, eventualmente, le reconozca al accionante por concepto de pensión de invalidez y, producirse así, un pago doble por parte de la primera, pues, ninguna prueba al respecto se allegó por la accionada y además, tal argumento solo se trajo a colación en la etapa de alegatos de conclusión en la primera instancia. 
No obstante, explicó la falladora de primer grado, que del dictamen emitido por Colpensiones no se evidencia que se hubiese tenido en cuenta algún porcentaje de origen laboral por el que la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. tenga que realizar algún pago o reembolso a Colpensiones; que el documento mediante el cual la administradora del Régimen de Prima Media le notifica a la ARL Colmena el resultado de esa calificación, no es indicativo de que se va a realizar algún recobro por la acumulación de patologías, sino que la misma se aviene a lo establecido en el Decreto 019 de 2012, que en su artículo 142, impone la obligación de notificar ese resultado a las entidades correspondientes, entre las cuales se enlistan las Administradoras de Riegos Laborales.

Concluyó entonces, que como en el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 9 de febrero de 2017, al actor se le determinó una PCL de 39,70% de origen profesional, es la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., la que debe responder por el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial a favor del actor, por ser la última y la única ARL que ha tenido aquél; que para la obtención del IBL esa entidad, deberá tener en cuenta la fecha de la primera calificación efectuada por la misma ARL que tuvo lugar el 6 de marzo de 2014 conforme al artículo 5º de la Ley 1562 de 2012; que teniendo en cuenta la tabla de equivalencias, para un 39% de PCL el pago corresponde a 19 salarios base de cotización y; ordenó a la accionada la cuantificación dicho valor. Negó los intereses moratorios por improcedentes. 

Inconforme con esa decisión, la parte accionada presentó recurso de apelación, argumentando que en el plenario no existe prueba que endilgue responsabilidad a la ARL Colmena frente al pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial que solicita el actor, pues aquél no atendió los requerimientos efectuados en tal sentido por la accionada; insiste en la incompatibilidad entre la prestación económica reclamada en este asunto y la pensión de invalidez que posiblemente le reconozca Colpensiones al demandante, indicando que resulta improcedente aplicar los criterios jurisprudenciales referidos por la a-quo, porque en ellos se analizaron situaciones distintas al caso concreto; en caso de no declararse dicha incompatibilidad, solicita, se tenga en cuenta que a partir de la Ley 1507 de 2012 se impuso la obligación de realizar las calificaciones de PCL de manera integral, aduciendo que en el dictamen emitido por Colpensiones, sí se incluyeron las patologías presentadas por el accionante de origen laboral y; que el recobro entre las diferentes entidades de seguridad social cuando existen concurrencia de patologías, se materializa por mandato legal sin que tenga que estar contenido expresamente en la calificación o en el documento mediante el cual, se notifica el resultado de esa calificación a la entidad que deberá responder por el pago de ese recobro. 
Todo lo anterior para indicar, que en caso de establecerse que la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. fue la última ARL a la que estuvo afiliado el demandante, no procedería el pago de la prestación económica aquí reclamada, porque se le estaría obligando a efectuar un doble pago por la misma contingencia, esto, refiriéndose al eventual reconocimiento que Colpensiones haga a favor del actor por concepto de pensión de invalidez y frente al cual, esa ARL tendría que responder por un porcentaje de la mesada pensional.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a ordenar a la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. que reconozca y pague la indemnización por incapacidad permanente parcial que reclama el señor Rigoberto Horta Cachaya?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. AFILIACIÓN AL SISTEMA GENERAL DE RIESGOS LABORALES.

El artículo 13 del Decreto – Ley 1295 de 1994, modificado por el artículo 2º de la Ley 1562 de 2012, dispone: 

“13. Afiliados. Son afiliados al Sistema General de Riesgos Laborales:
(…)

b) En forma voluntaria: Los trabajadores independientes y los informales, diferentes de los establecidos en el literal a) del presente artículo, podrán cotizar al Sistema de Riegos Laborales siempre y cuando coticen también al régimen contributivo en salud y de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el Ministerio de Salud y Protección Social en coordinación con el Ministerio del Trabajo en la que se establecerá el valor de la cotización según el tipo de riesgo laboral al que está expuesta esta población.  (…)”.

2. INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL
El artículo 7º del Decreto 1295 de 1994, establece a qué prestaciones económicas  tiene derecho el trabajador que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, enlistando en el literal b) la “Indemnización por incapacidad permanente parcial”.
A su vez, el inciso 3º del parágrafo 2º del artículo 1º de la Ley 776 de 2002, dispone, 

“PARÁGRAFO 2o. (…)
Para enfermedad profesional en el caso de que el trabajador se encuentre desvinculado del Sistema de Riesgos Profesionales, y la enfermedad sea calificada como profesional, deberá asumir las prestaciones la última administradora de riesgos a la cual estuvo vinculado, siempre y cuando el origen de la enfermedad pueda imputarse al período en el que estuvo cubierto por ese Sistema. (…)”

Finalmente, el artículo 5º de la Ley 776 de 2002, establece que: 

“Se considera como incapacitado permanente parcial, al afiliado que, como consecuencia de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, presenta una disminución definitiva, igual o superior al cinco por ciento 5%, pero inferior al cincuenta por ciento 50% de su capacidad laboral, para lo cual ha sido contratado o capacitado.

La incapacidad permanente parcial se presenta cuando el afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales, como consecuencia de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, sufre una disminución parcial, pero definitiva en alguna o algunas de sus facultades para realizar su trabajo habitual, en los porcentajes establecidos en el inciso anterior”.

3. INCOMPATIBILIDAD DE PRESTACIONES ECONÓMICAS ORIGINADAS EN UN MISMO EVENTO

Se ha establecido en la Jurisprudencia Nacional, que un mismo beneficiario no puede disfrutar dos pensiones en aquellos casos en el que las normas que regulan la materia, expresamente, así lo indiquen o cuando tales prestaciones cubren un mismo riesgo.

No obstante lo anterior, es posible otorgar dos prestaciones económicas en cabeza de una misma persona, pero sólo cuando éstas, habiendo tenido fuentes de financiación independientes, se hayan generado a partir de eventos completamente diferentes que traen como consecuencia el cubrimiento de dos riesgos distintos.

4. CALIFICACIÓN INTEGRAL DE PATOLOGÍAS PARA DETERMINAR LA PCL 

La sentencia C-425 de 2005 de la Corte Constitucional, declaró inexequible el parágrafo primero del artículo primero de la Ley 776 de 2002 que disponía: “La existencia de patologías anteriores no es causa para aumentar el grado de incapacidad, ni las prestaciones que correspondan al trabajador”.

Posteriormente, se expidió el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la Capacidad Laboral y Ocupacional –Decreto 1507 de 2014-, que conforme al artículo 1º es el “instrumento técnico para evaluar la pérdida de la capacidad laboral y ocupacional de cualquier origen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por los artículos 142 del Decreto-ley 019 de 2012 y 18 de la Ley 1562 de 2012, en concordancia con lo previsto en el artículo 6° de la Ley 776 de 2002”.
Por su parte, dicho Manual contiene el Anexo Técnico el cual hace parte integral del mencionado Decreto y está conformado por dos títulos: 1) Valoración de las deficiencias y; 2) Valoración del rol laboral, ocupacional y otras áreas ocupacionales. En su numeral segundo, se hace referencia al Principio de Integralidad, estableciendo lo siguiente:
“2. Principio de Integralidad. El Manual acoge el principio general de “integralidad” como soporte de la metodología que se expondrá en adelante para calificar las deficiencias en la capacidad laboral u ocupacional. La integralidad es referida al Modelo de la Ocupación Humana que describe al ser humano desde tres componentes interrelacionados: volición, habituación y capacidad de ejecución; estos tres aspectos tienen en cuenta los componentes biológico, psíquico y social de las personas y permiten establecer y evaluar la manera como se relacionan con su ambiente.
La calificación integral de la invalidez, es decir del 50% o más de pérdida de la capacidad laboral, procede conforme a lo dispuesto en la Sentencia C-425 de 2005 de la Corte Constitucional y su precedente jurisprudencial; que dispone que las entidades competentes deberán hacer una valoración integral, que comprenda tanto los factores de origen común como los de índole laboral”.

5. PENSIÓN DE INVALIDEZ Y CONCURRENCIA DE RIESGOS

En la legislación Colombiana no se encuentra regulada la Pensión de Invalidez de origen mixto, esto es, la que resulta de la acumulación de patologías de origen común y profesional, por lo tanto, no existe norma expresa que determine qué entidad de Seguridad Social es la responsable de efectuar el pago de la mesada pensional al afiliado o, si existe una solidaridad entre la Administradora de Fondos de Pensiones y la Aseguradora de Riesgos Laborales en la que se encuentre vinculado el afiliado.   

Sin embargo, jurisprudencialmente se ha desarrollado el tema, entre otras, en sentencia del 26 de junio de 2012, Radicación 38.614 M.P. Luís Manuel Miranda Buelvas, en la que se concluyó, que sí existe “corresponsabilidad en el pago de las mesadas pensionales derivadas de la Pensión de Invalidez de Origen Mixto”, aduciendo que si bien no hay una norma explícita y expresa que determine las responsabilidades o la forma de su distribución cuando se configure ese tipo de prestaciones económicas, se debe acudir al principio de la “indivisibilidad de la mesada pensional”, el cual surge de varios supuestos normativos que prohíben cualquier fórmula para dividir o prorratear la pensión entre varios obligados y fragmentar su pago, e hizo alusión al parágrafo segundo del artículo primero de la Ley 776 de 2002, en el que se deja claro cómo debe proceder con el pago en el evento de concurrencia para el cubrimiento de la pensión en el caso de enfermedades laborales, parágrafo que reza:  

“Cuando se presente una enfermedad profesional, la administradora de riesgos profesionales que asume las prestaciones, podrá repetir proporcionalmente por el valor pagado con sujeción y, en la misma proporción al tiempo de exposición al riesgo que haya tenido el afiliado en las diferentes administradoras, entidades o a su empleador de haber tenido períodos sin cobertura”.
En esa misma sentencia, la Sala de Casación Laboral concluye que la responsabilidad del pago de la pensión de invalidez donde concurren ambos riesgos –de origen común y de origen laboral-, recae sobre la Aseguradora de Riesgos Laborales, atendiendo las patologías que originaron el derecho a esa prestación económica, dejando por sentado que entre ellas –el Fondo de Pensiones y la ARL-, sí hay solidaridad en cuanto al pago. Así lo expresó la Corte:  

“(…) entiende la Sala que su decisión la fundamentó en que en la incapacidad definitiva tuvo especial incidencia el accidente de trabajo sufrido por el trabajador el 12 de noviembre de 2001, y siendo ello así resulta razonable, en concordancia con lo antes visto, que se ordenara a la recurrente el pago de la pensión.  
Cabe precisar, finalmente, aun cuando el tema no es propuesto por la recurrente, que como en el sub lite no se citó a la entidad de pensiones a que estaba afiliado el demandante, para que se hiciera parte en el proceso, no podía el ad quem hacer ningún pronunciamiento frente a ella, ni tampoco puede hacerlo esta Corte, aunque ello no es óbice para que la administradora de riesgos profesionales, si lo estima conveniente, intente las acciones tendientes a obtener el reembolso que, a su juicio, cree tiene derecho”.

Así las cosas, el criterio de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, frente a la existencia de riesgos concurrentes, apelando al principio de integralidad, ha considerado imponer el reconocimiento de la pensión de invalidez, se repite, previa acumulación de patologías, al régimen que cubre el origen que mayor incidencia tiene en la pérdida de capacidad laboral y, en concordancia con el principio de indivisibilidad de la mesada pensional que impide prorratear o fraccionar una pensión entre los distintos agentes del sistema, ha ordenado el pago de esa prestación económica en cabeza de dicha entidad, facultándola en todo caso, a efectuar el recobro al que estime tenga derecho, ante la otra entidad de Seguridad Social (Criterio que fue replicado por esa misma Corporación en sentencia del 24 de julio de 2012. Radicación 37892 M.P. Rigoberto Echeverry Bueno).
 

EL CASO CONCRETO
Ninguna duda existe en cuanto a la PCL que le dictaminó finalmente la Junta Nacional de Calificación de Invalidez al señor Rigoberto Horta Cachaya en un 39,70% de origen profesional y estructurada el 19 de febrero de 2016 –fls.26 a 30- y; que con ocasión a ello el actor solicitó a la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., el pago de indemnización por incapacidad permanente parcial, sin que la misma le fuera reconocida.
Uno de los argumentos expuestos por la ARL accionada para sustraerse del pago de la prestación económica que reclama el actor, es la ausencia de prueba que acredite la calidad de afiliado que ostenta u ostentaba aquél, sin embargo, conforme a la certificación expedida por la misma Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. –fls.93 a 99-, el señor Rigoberto Horta Cachaya estuvo vinculado a esa administradora bajo el empleador BAKER HUGHER DE COLOMBIA entre el 1º de octubre de 2012 y el 10 de febrero de 2016; mientras que como trabajador independiente, según las constancias de pago allegadas con la demanda –fls.37 a 40-, durante los meses de abril, mayo, junio y julio de ese mismo año; igualmente de la información contenida en el Registro Único de Afiliados a la Protección Social – RUAF –fls.46 a 48-, se evidencia que el demandante únicamente ha estado afiliado a Riesgos Laborales Colmena Compañía de Seguros de Vida.

Así las cosas, se tiene que efectivamente el señor Rigoberto Horta Cachaya, estuvo válidamente vinculado a la ARL aquí accionada por lo menos hasta el 10 de febrero de 2016 en calidad de trabajador dependiente y entre abril y julio de 2016 como independiente, evidenciándose además, que durante este último lapso cumplió con su obligación de aportar al Sistema General de Seguridad Social en Salud, a través de la Nueva EPS según las planillas de pago –fls.37 a 40- y la certificación expedida por esa misma Entidad Prestadora de Servicios –fl.44-.
Ahora, deberá abordarse el tema de la calificación integral, para lo cual se deberá indicar que a partir de la expedición del Decreto 1507 de 2014, las entidades calificadoras de la PCL, están obligadas a efectuar dicha valoración de manera integral, esto es, teniendo en cuenta tanto patologías de origen común como de origen profesional.

En ese orden de ideas y, teniendo en cuenta que la entidad accionada aduce que en el dictamen emitido por el Departamento de Medicina Laboral de la Administradora Colombiana de Pensiones, en el que se determinó que el demandante tenía una PCL del 57,39% de origen común –fls.186 a 188 y que se repite a fls.23 a 25-, claramente se observa que se tuvieron en cuenta patologías de origen profesional, frente a las cuales se reclama en el presente asunto el reconocimiento y pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial de origen profesional, situación que generaría una incompatibilidad de prestaciones económicas y adicionalmente, un doble pago por la ARL.

Lo anterior, dado que en la mencionada la calificación se tuvieron en cuenta las siguientes patologías padecidas por el accionante: trastorno depresivo recurrente o especificado; trastorno de disco lumbar y otros con radiculopatía y; enfermedad por virus de la inmunodeficiencia humana sin otra especificación, a las cuales se les asignó los porcentajes que a continuación se indican con fundamento en el Manual Único para la Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral y Ocupacional:
Para la patología que involucra deficiencias mentales y de comportamiento, se tuvo en cuenta la “Tabla 13.2 Trastornos psicóticos y del humor”; se catalogó como de Clase 1 y; se asignó el puntaje máximo del 20%.

Para la patología que involucra deficiencias por alteraciones en la columna vertebral, se tuvo en cuenta la Tabla 15.3. Calificación de deficiencias de la columna lumbar; se catalogó como de Clase 1 y; se le asignó un 5%, siendo 10% el porcentaje máximo y;
Para la última patología relacionada, se tuvo en cuenta la Tabla 7.4. Criterios para el reconocimiento y evaluación de las deficiencias por el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida – SIDA; catalogando la misma como Clase 4 y; del porcentaje estipulado entre el 80% y el 100%, se le asignó el mínimo.
En ese orden de ideas, al ponderar esos porcentajes conforme a la metodología para la determinación del grado de deficiencia, aplicando la fórmula de combinación de valores de Balthazar: 

A + (100 -  A) x B 

 
100
Donde A es la deficiencia de mayor valor y B la de menor valor, se obtuvo un porcentaje total por ese concepto de 42,39%, en el cual, efectivamente se incluyó la enfermedad de origen laboral que sufre el actor en su columna vertebral, pues, en la relación de los documentos que se tuvieron en cuenta para tal valoración, se enunciaron: la resonancia magnética de columna lumbosacra del 30 de mayo de 2013 que concluye, discopatía degenerativa lumbar inferior, protrusión posterior de los discos L4-L5 y posterolateral izquierdo del disco L5-S1; más valoración de Fisiatría del 6 de junio de 2017, en la que se hace referencia a que los síntomas padecidos por el demandante, se presentaron desde julio de 2002.
Tales diagnósticos, coinciden plenamente con las patologías que fueron calificadas por la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A. y las Juntas de Calificación de Invalidez Regional y Nacional, pues, en el dictamen emitido por la ARL refiere: “paciente con sintomatología dolorosa en región lumbar que inicia en 2002 que asocia a evento durante levantamiento de herramientas (…) con estudios paraclínicos demostrativos de discopatía degenerativa lumbar inferior, protrusión discal L4-L5  L5-S1” y en esa ocasión, conllevó a que la entidad aquí accionada tuviera como diagnóstico: “Trastorno de discos intervertebrales lumbares y otros, mielopatía” –fls.15 y 16-, siendo revisadas esas mismas dolencias por las Juntas Calificadoras.
En virtud de lo anterior, se tiene entonces que el Departamento Médico Laboral de Colpensiones, ante la solicitud del actor a efectos de tener una determinación de su PCL para acceder a una pensión de invalidez, procedió a efectuar una calificación, la cual a la luz del Decreto 1507 de 2014, se efectuó de manera integral, incluyendo, como quedó visto, las patologías de origen profesional y las enfermedades de origen general mediante la cual se dictaminó que tenía una PCL superior al 50%, conforme a la jurisprudencia citada anteriormente –concurrencia de riesgos–, al haberse reconocido la prestación económica por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones con fundamento en ese dictamen pericial, dicha entidad se encuentra total y legalmente facultada para procurar de la ARL Colmena S.A., el pago proporcional de la mesada pensional según esa acumulación de patologías.
A la par con lo anterior, ante la calificación efectuada por la enfermedad de origen laboral que presenta el demandante y que le produjo una PCL de 39,70%, la Compañía de Seguros de Vida Colmena S.A., inicialmente debería cancelarle la indemnización por incapacidad permanente parcial, pero, como quiera que desde el mes de julio del presente el señor Rigoberto Horta Cachaya viene percibiendo su pensión de invalidez, la ARL estaría obligada a efectuar el pago de esa mesada pensional en forma proporcional a las patologías de origen laboral que se tuvieron en cuenta, presentándose entonces, una incompatibilidad entre dichas prestaciones económicas. 
Bajo tales circunstancias, no hay lugar a ordenar el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial que reclama el actor y, en consecuencia, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 5 de marzo de 2018, para en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.
Costas en ambas instancias a cargo de la parte demandante en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 5 de marzo de 2018 y, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO. CONDENAR en costas de ambas instancias a la parte demandante en un 100%. 

TERCERO. Por secretaría infórmese a Colpensiones sobre esta decisión, remitiendo el audio que contiene la misma y el acta que contenga la parte resolutiva.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrado





       Magistrada

       Comisión de servicios
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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